
 

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL  

 

Proceso Acción Popular  

Demandante Bernardo Abel Hoyos Martínez  

Demandado Mercadería S.A.S.  

Decis ión  Modifica y confirma sentencia  

Radicado 05001-31-03-014-2018-00223-02 

 

Medellín, catorce de febrero de dos mil veintidós 

 

La Sala resuelve los recursos de apelación interpuestos por ambas partes, contra 

la sentencia proferida el 24 de noviembre de 2021 por el Juzgado 014 Civil del 

Circuito de Medellín.  

 

ANTECEDENTES 

 

1. DEMANDA: Bernardo Abel Hoyos Martínez promovió acción popular frente a 

Mercadería S.A.S., en la cual invocó la protección de los derechos colectivos de 

las personas en situación de discapacidad, por cuanto el establecimiento de 

comercio denominado “Justo y Bueno”, de propiedad de la demandada, ubicado 

en la Carrera 30 N° 9A -47, sótano 1, Poblado Vizcaya de Medellín, no cuenta 

con servicios sanitarios públicos para los clientes, “especialmente adecuados para 

discapacitados”, lo cual constituye una inobservancia de los derechos colectivos 

previstos en los literales d, g y m del artículo 4 de la Ley 472 de 1998.   

 

2. TRÁMITE: El Juzgado 014 Civil del Circuito de Medellín avocó conocimiento del 

asunto y dispuso la notificación a la sociedad demandada, las comunicaciones 

respectivas a la Alcaldía de Medellín -Subsecretaría de Espacio Público-, al 

Ministerio Público, a la Defensoría del Pueblo y la publicación del aviso de prensa 

destinado a enterar del trámite a los miembros de la comunidad. 
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Asimismo, en virtud de la nulidad decretada por el Tribunal Superior de Medellín 

mediante auto de 06 de agosto de 2019, se vinculó al presente trámite 

constitucional a Guillermo León Montoya Montoya en la condición de propietario 

del bien inmueble en el que funciona el establecimiento de comercio cuestionado. 

 

3. CONTESTACIÓN:  

 

3.1. La sociedad Mercadería S.A.S., por medio de apoderada judicial, se opuso a 

lo pretendido y señaló que no ha vulnerado ningún derecho colectivo, en la 

medida en que las disposiciones previstas en la Ley 361 de 1997 y demás normas 

concordantes relacionadas con la adecuación de servicios sanitarios para 

personas de movilidad reducida no es aplicable al establecimiento de comercio 

destinado exclusivamente al expendio de alimentos, el cual no constituye espacio 

público, razón por la que no está obligada a disponer de un servicio sanitario 

para el uso público, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31 de la Resolución 

2674 de 2013, emitida por el Ministerio de Salud y Protección Social. Además, 

refirió que el establecimiento de comercio se encuentra ubicado en un edificio 

abierto al público, que no cuenta con ningún obstáculo para los usuarios con 

movilidad reducida, por lo que cumple con las condiciones de accesibilidad 

establecidas en las normas pertinentes.  

 

En ese orden, presentó las “excepciones” que denominó: (i) “No vulneración del 

derecho colectivo al goce y utilización del espacio público”, (ii) “No vulneración 

del derecho colectivo a la seguridad y salubridad pública”, y (iii) “No vulneración 

del derecho colectivo a la realización de construcciones de acuerdo a las 

disposiciones jurídicas”. 

 

3.2. La Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles, solicitó que la pretensión de 

la acción popular sea acogida y se ordene la adecuación del inmueble conforme 

a lo dispuesto en la Ley 361 de 1997 y en el Decreto 1538 de 2005, siempre y 

cuando de las pruebas que se practique en el proceso se compruebe que el 

establecimiento de comercio de la entidad demandada es abierto al público y no 

cuenta en sus instalaciones por lo menos con un servicio sanitario para personas 

con discapacidad o exista barreras arquitectónicas que impidan el ingreso a estas 

personas.  
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3.3. El vinculado Guillermo León Montoya Montoya, notificado por medio de 

curadora ad litem, no se opuso a las pretensiones de la demanda. 

 

4. SENTENCIA: Mediante sentencia de 24 de noviembre de 2021, el Juzgado 014 

Civil del Circuito de Medellín amparó los derechos e intereses colectivos invocados 

por el demandante y, en consecuencia, ordenó a Mercadería S.A.S. adecuar el 

establecimiento de comercio Justo y Bueno ubicado en la Carrera 30 N° 9 A – 47 

Sótano I, Poblado Vizcaya de Medellín, en relación con los servicios sanitarios 

para el público y las personas con movilidad reducida de acuerdo con las 

disposiciones legales. 

 

4.1. Como fundamento de lo decidido, la juez refirió –en síntesis- que el 

establecimiento de comercio “Justo y Bueno” –objeto del presente pleito-, es 

abierto al público y cuenta con una licencia de construcción en la que se aprobó 

un área de 273.23 m², por lo que de conformidad con el Decreto Municipal 471 

de 2018, debe contar como mínimo con un servicio sanitario para el público en 

general y para las personas con movilidad reducida. Asimismo, la funcionaria 

judicial expuso que, del concepto del Invima traído al proceso, se extrae que la 

demandada cumple con las normas de sanidad, pero no urbanísticas, en tanto 

debe disponer en el establecimiento de comercio del servicio sanitario para 

público en general y para personas con movilidad reducida. 

 

4.2. Además, la juez precisó que la exigencia de la instalación de baños accesibles 

para la población en situación de discapacidad no se impone per se en virtud de 

la existencia del inmueble como tal, sino por tratarse de edificaciones o 

establecimientos abiertos al público, por lo que consideró, que la afectación 

denunciada se genera debido a la actividad comercial que allí se adelanta, por lo 

que es diáfano advertir que la vulneración de los derechos colectivos tiene origen 

en la actividad comercial desplegada por Mercadería S.A.S. en el establecimiento 

de comercio de su propiedad. Con todo, la juzgadora señaló que en atención a 

las condiciones particulares del caso y a la función social de la propiedad privada, 

en el presente asunto no se puede desligar las obligaciones que el arrendador de 

los locales comerciales tiene respecto a las adecuaciones que sean aptas para el 

desarrollo de las actividades propias del arrendatario, por lo que Mercadería 

S.A.S., en atención al contrato de arrendamiento suscrito con el propietario del 
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local, podrá exigir a este la realización o el rembolso de las adecuaciones 

necesarias de los inmuebles. 

 

5. APELACIÓN: Inconformes con lo decidido, ambas partes presentaron sendos 

recursos de apelación. 

 

5.1. EL DEMANDANTE señaló que la sentencia carece de motivación y es 

incongruente en relación con las pretensiones de la demanda. Al respecto, 

expuso que, durante el trámite procesal, presentó varios memoriales para que 

fueran tenidos en cuenta, pero nada se dijo al respecto y presentó inconformidad 

con la condena impuesta por concepto de agencias en derecho, frente a lo cual 

señaló que es ofensivo que la juez, sin motivación alguna, califique la 

participación que él tuvo en el proceso, con el equivalente a un salario mínimo, 

como si la actuación fuera casi desechable. 

 

- Asimismo, señaló que en la sentencia omitió la orden de no repetir, conforme 

al artículo 34 de la Ley 472 de 1998. 

 

- También solicitó que se elimine la orden prevista en el ordinal quinto de la 

sentencia, en tanto que la misma solo es procedente cuando mediante sentencia 

se aprueba el pacto de cumplimiento en los términos del artículo 27 de la Ley 

472. 

 

5.2. LA DEMANDADA MERCADERÍA S.A.S.  presentó los siguientes reparos: 

 

- Expuso que el demandante no acreditó la causación de algún gasto en el 

proceso, respecto a lo cual precisó que el informe técnico presentado por la 

Alcaldía se encuentra errado y no se ajusta a la realidad de los establecimientos 

que tienen el objeto social de la demandada y, por lo tanto, adujo que no hay 

lugar al reconocimiento y pago de costas procesales. 

 

- Asimismo, la recurrente Mercadería S.A.S., señaló que el juzgado no se 

pronunció respecto a la responsabilidad del propietario del bien inmueble, 

máxime cuando la demandada ostenta la condición de arrendataria. Aunado a 

ello, adujo que contrario a lo indicado por el actor popular, en cada uno de los 

locales comerciales existe un servicio sanitario, el cual fue entregado por parte 
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del arrendador para la destinación del establecimiento de comercio, consistente 

en el “Almacenamiento, producción y distribución de alimentos”, según lo 

pactado en la cláusula segunda del contrato de arrendamiento. Además, señaló 

que, al momento de la suscripción del contrato de arrendamiento, el propietario 

del local comercial conocía el uso que se le iba a dar y garantizó que el inmueble 

era apto para el desarrollo de las actividades del establecimiento de comercio, 

conforme se desprende de las cláusulas segunda (numerales 2.1 y 2.2), quinta y 

décima tercera (numeral 13.7). 

 

Por lo tanto, la recurrente indicó que, si en gracia a discusión se considera que 

existe una vulneración a los derechos colectivos, cualquier reforma que deba 

hacerse en el inmueble deberá ser responsabilidad exclusiva del propietario del 

local comercial. En este mismo punto, la sociedad demandada trajo a colación el 

numeral 5.8 de la cláusula quinta del contrato de arrendamiento, según la cual, 

el arrendador renunció exigir a la arrendataria cualquier pago que se derivara de 

un incumplimiento a la normatividad del inmueble. 

 

- La demandada también señaló que en este caso el servicio sanitario tiene una 

estructura y división que permite el acceso de personas con movilidad reducida 

o algún otro tipo de discapacidad física, conforme lo establece el artículo 47 de 

la Ley 361 de 1997, por lo que indicó que no ha incurrido en una violación a los 

derechos colectivos denunciados por el accionante, toda vez que, el 

establecimiento de comercio no tiene barreras arquitectónicas que limiten la 

accesibilidad de personas en condición de discapacidad física y movilidad 

reducida en los espacios abiertos al público en dicho establecimiento. 

 

En todo caso, la demandada refirió que el Ministerio de Salud, mediante la 

Resolución 2674 de 2013, estableció que el acceso al servicio sanitario de forma 

pública, en ningún momento aplica para establecimientos de comercio que 

expendan alimentos, como es el caso de Mercadería S.A.S. 

 

6.  ALEGATOS EN SEGUNDA INSTANCIA: 

 

6.1. Ante esta sede, el gestor de la acción reiteró algunos argumentos 

presentados al momento de interponer el recurso de apelación. 
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6.2. En el mismo sentido, la demandada Mercadería S.A.S., por medio de 

apoderada judicial, reiteró los argumentos expuestos al momento de interponer 

la alzada. 

 

6.3. Por su parte, la curadora ad litem, presentó escrito sin hacer alusión a los 

recursos de apelación presentados por las partes y reiteró que no se opone a las 

pretensiones del demandante, siempre y cuando los hechos alegados queden 

debidamente acreditados en el proceso.  

 

CONSIDERACIONES 

 

1. PRECISIÓN PRELIMINAR: Previo a delimitar el problema jurídico suscitado en el 

recurso interpuesto, el Tribunal considera pertinente precisar, en cuanto al reparo 

esgrimido por el accionante en torno al monto fijado en primera instancia por 

concepto de agencias en derecho, que ese valor no es un asunto susceptible de 

debate en esta oportunidad, porque de conformidad con el numeral 5 del artículo 

366 del Código General del Proceso, en consonancia con las disposiciones 

especiales de la Ley 472 de 1998, tal aspecto solo puede ser reclamado mediante 

los recursos pertinentes en contra del auto que apruebe la liquidación de costas 

hecha por el juzgado que haya conocido del proceso en primera instancia. 

 

2. PROBLEMA JURÍDICO: Dilucidado lo anterior, en atención a los recursos 

interpuestos por ambas partes, a la Sala le corresponde decidir -en síntesis- lo 

siguiente:  (i) En primer lugar, si como la demandada Mercadería S.A.S. aduce, 

la sentencia debe ser revocada, porque, como propietaria del establecimiento de 

comercio “Justo y Bueno”, ella no ha vulnerado los derechos colectivos 

denunciados en la demanda, en tanto no tiene la obligación de contar con 

servicios sanitarios públicos para los clientes, “especialmente adecuados para 

discapacitados”. En caso de que se determine que sí existe la vulneración de 

derechos colectivos, habrá de estudiarse la inconformidad relativa a la 

responsabilidad del vinculado Guillermo León Montoya como propietario del 

inmueble. Asimismo, se analizará el reparo dirigido a cuestionar el 

reconocimiento de costas procesales a favor del promotor de la acción popular. 

(ii) En segundo lugar, en cuanto a la inconformidad del demandante, en lo que 

fuere pertinente, la Sala estudiará, si el ordinal “QUINTO” de la sentencia debe 

ser revocado, en tanto en este caso no hay lugar a ordenar que la sentencia sea 
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publicada en un diario de amplia circulación nacional y, además, se verificará, si 

como este advirtió, el juzgado de primer grado debía ordenar a la parte 

demandada que no volviera a incurrir en la violación de los derechos colectivos. 

 

3. MARCO LEGAL Y DE PRECEDENTES PARA LA DECISIÓN Y CASO EN 

CONCRETO. 

 

3.1.  La acción popular es un mecanismo jurisdiccional para la protección de los 

derechos e intereses colectivos, relacionados con el espacio, la seguridad y la 

salubridad públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia 

económica y otros de similar naturaleza, cuando quiera que estos resulten 

amenazados o vulnerados por un ente público o por un particular (artículo 88 de 

la Constitución Política y Ley 472 de 1998, respectivamente).  

 

De conformidad con el artículo 2 de la Ley 472 de 1998, el objeto de la pretensión 

popular es que se imponga una conducta específica al demandado –inclusive 

omisiva – a fin de “evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, 

la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las 

cosas a su estado anterior cuando fuere posible”. A su vez, el artículo 9 ibídem, 

dispone que “Las acciones populares proceden contra toda acción u omisión de 

las autoridades públicas o de los particulares, que hayan violado o amenacen 

violar los derechos e intereses colectivos”. 

 

Al respecto, el Consejo de Estado ha señalado que los presupuestos sustanciales 

necesarios para la prosperidad de la acción popular, son: 

 

“A) Una acción u omisión de la parte demandada. B) Un daño contingente, 

peligro, amenaza, vulneración o agravio de derechos o intereses colectivos; 

peligro o amenaza que no es en modo alguno la que proviene de todo riesgo 

normal de la actividad humana y C) La relación de causalidad entre la acción, la 

omisión, y la señalada afectación de los referidos derechos e intereses"1. 

 

                                                           
1 Sentencia de 30 de junio de 2011, Radicación número: 50001-23-31-000-2004-00640-01(AP), 

C.P. MARCO ANTONIO VELILLA MORENO. 
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3.2. Ahora, en cuanto tiene que ver con el trámite procesal de esta acción 

constitucional, el artículo 5 de la Ley 472 de 1988, dispone que  

 

“El trámite de las acciones reguladas en esta ley se desarrollará con fundamento 

en los principios constitucionales y especialmente en los de prevalencia del 

derecho sustancial, publicidad, economía, celeridad y eficacia. Se aplicarán 

también los principios generales del Código de Procedimiento Civil, cuando éstos 

no se contrapongan a la naturaleza de dichas acciones. 

 

El Juez velará por el respeto al debido proceso, las garantías procesales y el 

equilibrio entre las partes. 

 

Promovida la acción, es obligación del juez impulsarla oficiosamente y producir 

decisión de mérito so pena de incurrir en falta disciplinaria, sancionable con 

destitución. Para este fin el funcionario de conocimiento deberá adoptar las 

medidas conducentes para adecuar la petición a la acción que corresponda”. 

 

3.3. En lo que se refiere específicamente al derecho a la accesibilidad de las 

personas con movilidad reducida, la Ley 361 de 1997 “Por la cual se establecen 

mecanismos de integración social de las personas <en situación de 

discapacidad> y se dictan otras disposiciones”, establece:  

 

“Artículo 47. La construcción, ampliación y reforma de los edificios abiertos al 

público y especialmente de las instalaciones de carácter sanitario, se efectuarán 

de manera tal que ellos sean accesibles a todos los destinatarios de la presente 

ley. 

          (…) 

 

Artículo 50. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores y en 

concordancia con las normas que regulen los asuntos relativos a la elaboración, 

proyección y diseño de proyectos básicos de construcción, el Gobierno Nacional 

expedirá las disposiciones que establezcan las condiciones mínimas que deberán 

tenerse en cuenta en los edificios de cualquier clase, con el fin de permitir la 

accesibilidad de las personas con cualquier tipo de limitación. 

(…) 

 

Artículo 52.: Lo dispuesto en este título y en sus disposiciones reglamentarias, 

será también de obligatorio cumplimiento para las edificaciones e instalaciones 

abiertas al público que sean de propiedad particular, quienes dispondrán de un 
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término de cuatro años contados a partir de la vigencia de la presente ley, para 

realizar las adecuaciones correspondientes. El Gobierno Nacional reglamentará 

las sanciones de tipo pecuniario e institucional, para aquellos particulares que 

dentro de dicho término no hubieren cumplido con lo previsto en este título. 

 

La autoridad competente de todo orden se abstendrá de otorgar el permiso 

correspondiente para aquellos proyectos de construcción que no cumplan con lo 

dispuesto en este artículo”.  

 

Sumado a lo anterior, los derechos colectivos de las personas en situación de 

discapacidad o con movilidad reducida tienen una consideración especial en el 

artículo 13 de la Constitución Política, según el cual, el Estado tiene la obligación 

de proteger a todos aquellos que por sus condiciones económicas, físicas o 

mentales, se encuentran en verdaderas circunstancias de debilidad manifiesta, 

así como el de sancionar toda clase de abusos o maltratos que en contra de 

aquellos se cometan. Ello, con el fin de “lograr una igualdad real de trato, 

condiciones, protección y oportunidades entre los asociados, no simplemente en 

términos formales o jurídicos2. Para el logro de este propósito, el Estado tiene la 

obligación de remover las barreras que impidan el goce efectivo a los derechos 

de la población con problemas de movilidad reducida, pues el artículo 47 de la 

Constitución Política dispone que el Estado tiene el deber de adelantar la “política 

de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, 

sensoriales y psíquicos, a quienes se prestará la atención especializada que 

requieran”.  

 

Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado:  

 

“[e]l derecho a la accesibilidad constituye un puente para el disfrute de otras 

garantías constitucionales como la libertad de locomoción, el libre desarrollo de 

la personalidad y la autonomía como expresión de la dignidad humana, pues a 

través de la posibilidad de acceder a diferentes espacios físicos, el individuo 

puede elegir hacia dónde quiere dirigirse de manera autónoma y seguir el plan 

de vida que él mismo se ha trazado. El derecho a acceder al ambiente físico se 

encuentra relacionado con el derecho a la libertad en sus múltiples expresiones, 

entre las que se encuentra la atinente al libre desarrollo de la personalidad. 

          (…) 

                                                           
2 Sentencia T-394 de 2004 (MP: Manuel José Cepeda Espinosa). 
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En consonancia con lo anterior, en el ordenamiento interno colombiano, la Ley 

361 de 1997 estableció mecanismos de integración social para las personas con 

limitación. Esta ley se inspiró en el contenido de múltiples instrumentos 

internacionales de derechos humanos de las personas con discapacidad como la 

Declaración de los Derechos Humanos proclamada por las Naciones Unidas en 

el año de 1948, la Declaración de los Derechos del Deficiente Mental aprobada 

por la ONU … de las Personas con Limitación aprobada por la Resolución 3447 

de la misma organización el 9 de diciembre de 1975, el Convenio 159 de la OIT, 

la Declaración de Sund Berg de Torremolinos, Unesco 1981,  la Declaración de 

las Naciones Unidas concernientes a las personas con limitación de 1983 y la 

Recomendación 168 de la OIT de 1983 para avanzar en la efectividad de sus 

derechos fundamentales, su realización personal y su integración social (artículo 

1).  

 (…) 

 

Específicamente sobre la accesibilidad a edificios abiertos al público, el Decreto 

1538 de 2005 “Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 361 de 1997”, 

preceptúa lo siguiente:  

 

Artículo 9o. características de los edificios abiertos al público. Para el diseño, 

construcción o adecuación de los edificios de uso público en general, se dará 

cumplimiento a los siguientes parámetros de accesibilidad: 

(…) 

C. Acceso al interior de las edificaciones de uso público 

7. Se dispondrá de al menos un servicio sanitario accesible.” 3  

 

En efecto, el numeral 5 del artículo 2 del Decreto 1538 de 2005, define como 

edificio abierto al público el “Inmueble de propiedad pública o privada de uso 

institucional, comercial o de servicios donde se brinda atención al público”, en 

tanto que el literal c, numeral 7 del artículo 9, sobre el tema de accesibilidad  al 

interior de esa clase de edificaciones establece que “Se dispondrá al menos de 

un servicio sanitario accesible para personas que presenten dificultad o limitación 

en su movilidad y desplazamiento.  

 

Al respecto, el artículo 50 de la Resolución Nº 14861 de 1985 del Ministerio de 

Salud -Por la cual se dictan normas para la protección, seguridad, salud y 

                                                           
3 Sentencia T-553 de 2011  
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bienestar de las personas en el ambiente y en especial de los minusválidos-, 

dispone:  

 

“Artículo 50º- Requisitos para servicios sanitarios. Los servicios sanitarios en toda 

edificación cumplirán entre otros, con los siguientes requisitos:  

 

- Estarán ubicados cerca de espacios de circulación para permitir fácil acceso a 

la población en general.  

 

- Se colocarán señales para indicar su ubicación.  

 

- Los cuartos de servicios sanitarios para minusválidos se identificarán en la 

puerta con el símbolo internacional de acceso. Las puertas de entrada tendrán 

como mínimo 0.80 metros y cuando sean de batiente abrirán hacia fuera. La 

apertura de puertas no podrá impedir la libre circulación interior o exterior a los 

servicios sanitarios. 

 

- Cuando exista pasillo o vestíbulo, como antesala para entrar a una unidad 

sanitaria, sus dimensiones mínimas serán de 1.20 metros de ancho por 1.50 

metros de largo. 

 

- No se permitirán cambios abruptos de nivel entre el piso de la unidad sanitaria 

y el del espacio exterior o en cualquier parte de su interior.  

 

- El acabado del piso será en material antideslizante. 

  

- El dispensador para papel higiénico, el toallero y las barras o agarraderas se 

colocarán a 0.70 metros desde el piso acabado.  

 

- Los lavamanos para minusválidos serán colocados de manera que su altura 

máxima no exceda de 0.80 metros y haya espacio libre debajo del artefacto de 

0.35 metros a cada lado a partir del centro de este.  

- La altura de la taza de inodoro estará entre 0.40 metros y 0.50 metros desde 

el piso acabado.  

 

“Cuando las exigencias mínimas de una edificación sean de una unidad sanitaria 

por sexo, ésta reunirá las condiciones de acceso para minusválidos. Cuando en 

una edificación se instalen baterías de unidades sanitarias, cada una de éstas 

tendrán una unidad por sexo, por cada 15 personas, con facilidades de acceso 
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para minusválidos: En los cuartos sanitarios para minusválidos deberá instalarse 

alarma.  

 

“Cuando se coloquen espejos en cuartos sanitarios para minusválidos, estarán a 

1.10 metros de altura en su parte inferior y con inclinación hacia debajo de 10º.” 

  

4. En el caso en concreto, la Sala encuentra que, en lo que tiene que ver con la 

vulneración de los derechos colectivos denunciada en la demanda, la decisión de 

primera instancia debe ser confirmada, por las razones que a continuación se 

expone:  

  

4.1. La sociedad demandada, al sustentar el recurso de alzada, insistió en que 

en este evento no existe vulneración de derechos colectivos, en tanto que el 

inmueble en que el establecimiento de comercio cuestionado opera, cuenta con 

un servicio sanitario que, según su estructura y división, permite el acceso de 

personas con movilidad reducida o algún otro tipo de discapacidad física. No 

obstante, la Sala advierte que la recurrente no tiene razón, en tanto que en el 

proceso quedó acreditado que el servicio sanitario al que hace alusión, está 

disponible únicamente para el uso de empleados del área administrativa y no 

para el público en general y, además, no se encuentra acondicionado para el uso 

de personas en situación de discapacidad, según el informe técnico rendido por 

la Secretaría de Gestión y Control Territorial de Medellín (fol. 128, c.1), el cual no 

fue desvirtuado.  

 

Aunado a ello, en el proceso también se acreditó que el establecimiento de 

comercio “Justo y Bueno” -objeto de litigio-, es un establecimiento  abierto al 

público, destinado a la venta de productos de alimentación, nacionales e 

importados4, que como tal se rige bajo el ámbito material de aplicación del 

Decreto 1538 de 2005 –como bien lo determinó la juez a quo- y, por tanto, tiene 

la obligación de efectuar las adecuaciones pertinentes de garantía de  

accesibilidad de las personas con limitación física y movilidad reducida; 

puntualmente, adecuarlo de manera que cuente con la prestación de servicio 

sanitario público para personas en dicha situación, ya que la Secretaría de Gestión 

y Control Territorial  de Medellín informó que el establecimiento de comercio en 

mención no contaba con dicho servicio (fs. 128-129, c.1), con lo cual concluyó 

                                                           
4 www.justoybueno.com  

http://www.justoybueno.com/


Acción Popular –apelación- 

Rad. 05001-31-03-014-2018-00223-02 

Sentencia 019 de 2022 

 

 
 

Página 13 de 17 
 

que “se configura infracción urbanística por no cumplir con las normas antes 

descritas, siendo aplicable para el efecto, la Ley 1801 de 2016, artículo 88 y 

Decreto Municipal 471 de 2018, artículo 175, numeral 5”. 

 

En ese orden, véase que el Decreto Municipal 0471 de 2018 -por medio del cual 

se expide las normas reglamentarias de detalle aplicables a las actuaciones y 

procesos de urbanización, parcelación, construcción, reconocimiento de 

edificaciones y demás actuaciones en el territorio municipal-, en el literal b del 

artículo 180 (no del 175 mencionado por el municipio porque no se trata de un 

conglomerado comercial) dispone que, si el establecimiento de comercio no 

pertenece a agregados comerciales o conglomerados comerciales, pero cuenta 

con un área superior a 50 m2, -como sucede en este evento (ver contrato de 

arrendamiento, fol. 169, c.1, en el que indica que el área del local es 290 m²)- 

tiene la obligación de contar con servicio sanitario para las personas en condición 

de discapacidad. 

 

Además, en este punto, la Sala advierte que no es procedente el argumento de 

la parte demandada, consistente en que según la Resolución 2674 de 2013, 

expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social, el establecimiento de 

comercio “Justo y Bueno” objeto de litigio, no debe contar con servicio sanitario 

para el público, ya que aquella disposición normativa no se refiere concretamente 

a los establecimientos  “abiertos al público” y mucho menos a la obligación de 

que estos cuenten con servicios sanitarios de uso público –como sí lo refiere el 

Decreto 1538 de 2005-, puesto que únicamente se limita a establecer los 

requisitos sanitarios que deben cumplir las personas naturales  y/o jurídicas que 

ejercen actividades de fabricación, procesamiento, preparación, envase, 

almacenamiento, transporte, distribución y comercialización de alimentos y 

materias primas de alimentos. En igual sentido se descarta el concepto del 

INVIMA aportado al proceso (fol. 112, c.1), pues únicamente hace referencia a 

la misma Resolución 2674 de 2013, sin hacer mención concreta al 

establecimiento de comercio abierto al público como acontece en este evento. 

 

4.2. De esta manera, la Sala encuentra que la ausencia de servicios sanitarios 

públicos, en especial para las personas con limitación física y movilidad reducida,  

desconoce los artículos 47 de la Ley 361 de 1997 y 9 del Decreto 1538 de 2005, 

por lo cual es necesario disponer que se haga los ajustes razonables al respecto, 
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lo cual atiende las normas citadas, emitidas para dar cumplimiento a los pactos 

internacionales suscritos por Colombia en esa materia y, por lo tanto, en ese 

sentido, la decisión de primera instancia deberá ser confirmada. 

 

5. De otro lado, la recurrente Mercadería S.A.S., señaló que el juzgado no se 

pronunció respecto a la responsabilidad del propietario del bien inmueble, pues  

ella tan solo ostenta la condición de arrendataria, para lo cual, señaló que debe 

ser el propietario-arrendador del bien, quien se encargue de las reformas a que 

haya lugar, ya que este conocía la destinación que se le iba a dar al inmueble 

conforme al objeto del establecimiento de comercio y garantizó que aquel sería 

apto para tal fin, tal y como se desprende de lo estipulado en el contrato de 

arrendamiento en las cláusulas segunda, quinta (numeral 5.8 -relativo, entre 

otras cosas, a la responsabilidad del arrendador por los “daños” derivados del 

incumplimiento de la normatividad del inmueble) y décima tercera (numeral 

13.7). 

 

Al respecto, la Sala precisa, como la juez a quo bien lo advirtió, que la exigencia 

de la instalación de servicios sanitarios para el público y la población en situación 

de discapacidad, no se impone por la mera existencia del inmueble, sino por 

tratarse de un establecimiento abierto al público -como el Decreto 1538 de 2005, 

en consonancia con el art. 180 del Decreto Municipal 0471 de 2018- exige, lo 

cual en este caso se genera debido a la actividad comercial que allí desarrolla 

Mercadería S.A.S. con el establecimiento de comercio “Justo y Bueno”, por lo que 

hay que tener en cuenta que ese tipo de reformas responde a las necesidades 

particulares del arrendatario, debido al tipo de establecimiento y a la destinación 

del mismo.  

 

Ahora, no puede pasarse por alto que en atención a la función social de la 

propiedad privada, la obligación del propietario del bien y del arrendatario, en lo 

que tiene que ver con la adecuación del inmueble, no se puede escindir, máxime 

que en este evento existe un contrato de arrendamiento que genera unas 

obligaciones tanto al arrendador -en lo que tiene que ver con la entrega del 

inmueble con las condiciones exigidas por ley para la destinación específica del 

establecimiento de comercio, en cuanto a diseño, construcción o adecuación de 

locales comerciales-, por lo que  tanto el propietario del inmueble como el 

arrendatario que destina el establecimiento de comercio para ser abierto al 
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público, están obligados a instalar los servicios sanitarios a favor de las personas 

con movilidad reducida, pues ambos tienen el deber de tener el local adecuado 

para el debido funcionamiento de ese establecimiento. 

 

No obstante, aclarado tal panorama, la orden impuesta exclusivamente a 

Mercadería S.A.S. será confirmada, sin perjuicio de que esta, de conformidad con 

lo previsto en el contrato de arrendamiento, disponga lo necesario, en otros 

escenarios contractuales, para reclamar del arrendador lo que se derive de las 

adecuaciones que la sentencia impone hacer al inmueble para garantizar los 

derechos colectivos amparados.  

 

6. Por último, en cuanto al reparo de la parte demandada, dirigido a que en este 

caso no haya lugar al reconocimiento de costas procesales, por cuanto el 

pretensor no acreditó gastos en el proceso, la Sala advierte que tal inconformidad 

debe ser despachada desfavorablemente, por dos razones: la primera, porque en 

este asunto la prosperidad de las pretensiones da lugar a la imposición de costas, 

a cargo de Mercadería S.A.S. según el numeral 1 del artículo 365 del Código 

General del Proceso -aplicable por remisión del artículo 38 de la Ley 472 de 1998- 

y la segunda, porque si bien la parte demandada alega que el demandante no 

acreditó haber incurrido en gastos, lo cierto es que las costas procesales, están 

integradas por la totalidad de las “expensas y gastos sufragados durante el curso 

del proceso” y por “las agencias en derecho”, por lo que el momento de la 

liquidación de las costas, es la oportunidad para controvertir la inclusión o no de 

gastos del proceso, según lo indicado en el numeral 5 del artículo 366 ibídem.  

 

7. De otro lado, en atención a la inconformidad basada en lo dispuesto en el 

artículo 345 de la Ley 472 de 1998, como en primera instancia se emitió una 

orden de hacer con el fin de proteger el derecho o el interés colectivo amenazado 

                                                           
5 “(…) La sentencia que acoja las pretensiones del demandante de una acción popular podrá 

contener una orden de hacer o de no hacer, condenar al pago de perjuicios cuando se haya 
causado daño a un derecho o interés colectivo en favor de la entidad pública no culpable que los 
tenga a su cargo, y exigir la realización de conductas necesarias para volver las cosas al estado 
anterior a la vulneración del derecho o del interés colectivo, cuando fuere físicamente posible. La 
orden de hacer o de no hacer definirá de manera precisa la conducta a cumplir con el fin de 
proteger el derecho o el interés colectivo amenazado o vulnerado y de prevenir que se vuelva a 
incurrir en las acciones u omisiones que dieron mérito para acceder a las pretensiones del 
demandante. (…)” 
 



Acción Popular –apelación- 

Rad. 05001-31-03-014-2018-00223-02 

Sentencia 019 de 2022 

 

 
 

Página 16 de 17 
 

o vulnerado, en este caso hay lugar a ADICIONAR la parte resolutiva de la 

sentencia, para ordenar a la parte demandada, que no vuelva a incurrir en las 

acciones u omisiones que dieron mérito para acceder a las pretensiones del 

demandante, esto es, en la ausencia de instalación de servicios sanitarios para el 

público y las personas con movilidad reducida de acuerdo con las disposiciones 

legales, en el establecimiento de comercio objeto de este pleito.  

 

8. Adicionalmente, en lo que tiene que ver con la orden prevista en el ordinal 

“QUINTO” de la sentencia, en la que la juez dispuso “PUBLICAR la parte resolutiva 

de esta sentencia en un diario de amplia circulación nacional (El Espectador o El 

Tiempo), a costas de las partes involucradas, de conformidad con lo expuesto en 

la parte motiva de esta sentencia”,  el Tribunal advierte que al recurrente le asiste 

razón y, en tal sentido, tal orden debe ser revocada, en tanto solo es procedente 

en los eventos en que el pacto de cumplimiento se aprueba, lo cual no ocurrió 

en este evento, (según el artículo 27 de la Ley 472 de 1998, “La aprobación del 

pacto de cumplimiento se surtirá mediante sentencia, cuya parte resolutiva será 

publicada en un diario de amplia circulación nacional a costa de las partes 

involucradas”). 

 

9. Así las cosas, sin necesidad de ahondar en aspectos adicionales, la Sala 

modificará la decisión de primera instancia, en el sentido de revocar el ordinal 

quinto de la parte resolutiva y adicionar un ordinal en el que se prevenga a la 

demandada de no incurrir en el local comercial de que aquí se trata, en las 

omisiones que dieron mérito para acceder a las pretensiones del demandante. 

En lo demás, la decisión será confirmada y de conformidad con lo previsto en el 

artículo 38 de la Ley 742 de 1998 se condenará en costas a Mercadería S.A.S. -a 

quien se le resolvió en forma desfavorable el recurso de apelación-, en favor del 

demandante popular. Como agencias en derecho se fijará la suma de 

$1’000.000ºº, equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente. 

 

DECISIÓN 

 

Por lo expuesto, la Sala Segunda de Decisión Civil del Tribunal Superior de 

Medellín, administrando justicia en nombre de la república de Colombia y por 

autoridad de la ley, RESUELVE: 
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PRIMERO: REVOCAR el ordinal “QUINTO” de la sentencia proferida el 24 de 

noviembre de 2021, por el Juzgado 014 Civil del Circuito de Medellín. 

 

SEGUNDO: ADICIONAR la providencia impugnada, en el sentido de ordenar a la 

demandada Mercadería S.A.S., que no vuelva a incurrir en las acciones u 

omisiones que dieron mérito para acceder a las pretensiones del demandante en 

este asunto, esto es, en la ausencia de servicios sanitarios para el público y las 

personas con movilidad reducida de acuerdo con las disposiciones legales, en el 

establecimiento de comercio “Justo y Bueno” ubicado en la Carrera 30 N° 9A -

47, sótano 1, Poblado Vizcaya de Medellín. 

 

TERCERO: Confirmar en lo demás la sentencia impugnada. 

 

CUARTO: Costas de esta instancia a cargo de Mercadería S.A.S. y a favor del 

demandante. Por concepto de agencias en derecho se fija la suma de 

$1’000.000ºº, equivalente a 1 salario mínimo legal mensual vigente. 

 

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE EL EXPEDIENTE. 

 

Los magistrados, 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

       

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 

 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 


